
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 11 de diciembre de 2017

Proceso:    

Acción de Tutela – Contra providencia – No impugnó – Subsidiariedad - Inmediatez
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01283-00
Accionante: 

Mateo Mesa
Accionado:

Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, el Juzgado Civil del Circuito de La Unión (Nariño) y los sujetos que hubiesen sido notificados dentro de la demanda popular de que se da cuenta en este asunto..

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO IMPUGNÓ LA INCOMPETENCIA / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENTE -. Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, rechazó la demanda y en firme, sin ningún pronunciamiento del actor, procedió a su envío al Juez Civil del Circuito de La Unión (Nariño) –f. 22 y 23- el que una vez recibió el expediente, dispuso asumir su conocimiento y, ordenó corregir la demanda (f. 45 v. y 46). Enseguida, como no hubo algún pronunciamiento, procedió a rechazarla con auto del 31 de julio último, y en firme dicho proveído, sin pronunciamiento del interesado la archivó (f. 16 y 17).

Sin embargo, como se ve nada refutó el interesado ni al momento en el que Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, rechazó el libelo por competencia, ni cuando su homógolo en la municipalidad de La Unión (Nariño), asumió el conocimiento, a tal punto que, finalmente, su desidia llevó al archivo de la demanda. Esto deja al descubierto que dejó de lado el mecanismo procesal que tenía a su alcance para que por lo menos, mediante el recurso de reposición, que era procedente contra los varios proveídos, para que se remediara la situación que estima anómala, pues, se conoce que este es un mecanismo residual y subsidiario.

Emerge de todo ello, la improcedibilidad del amparo, al tenor del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, y así se declarará, ya que, de otro lado, ninguna circunstancia especial se ha demostrado sobre la imposibilidad de acudir a los medios ordinarios de defensa, que habilite la intrusión del juez constitucional. 
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           Acta N° 648 de diciembre 11 de 201
  



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Mateo Mesa contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, el Juzgado Civil del Circuito de La Unión (Nariño) y los sujetos que hubiesen sido notificados dentro de la demanda popular de que se da cuenta en este asunto.
ANTECEDENTES

Mateo Mesa, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales que cita como ”art 13, 83 CN, debido proceso, garantías procesales, Carta Iberoamericana de Usuarios de Justicia”, y pide que se decrete la nulidad del auto que generó el conflicto por falta de competencia.
 



Dijo en su escrito que presentó la demanda popular “2017-446” contra Bancolombia, la funcionaria desconoce que actualmente tramita acciones similares contra dicha entidad y se niega a darle trámite desconociendo e conflictos resueltos por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, que citó por sus radicaciones y magistrados.
 



Con auto del 27 de noviembre se dio impulso a la acción y se ordenó citar al agente del Ministerio Público y a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, así como al despacho judicial y sujetos procesales con quienes se hubiere trabado la litis, dentro de la demanda remitida al Juzgado Civil del Circuito de La Unión (Nariño).
El Procurador Judicial, manifestó que como ente de control, su intervención está orientada a la defensa de los derechos e intereses colectivos.
El Juzgado de La Unión (Nariño), indicó que como no se subsanó la demanda que le fue allegada por competencia, la rechazó con auto del 31 de julio de 2017 y dispuso el archivo; asimismo, remitió las copias del caso.

El despacho directamente accionado remitió las copias solicitadas y dio cuenta del rechazo que produjo.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta ocasión en procura del amparo de los derechos arriba señalados, por el hecho de que el despacho accionado hubiese rechazado por falta de competencia la demanda presentada, lo que no se ajusta a lo indicado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia al resolver conflictos de competencia, sobre el particular. 
Reiteradamente se ha expuesto que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró que las primeras obedecen a que (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional
; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.

       



Descendiendo al caso que nos ocupa, se tiene que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, rechazó la demanda y en firme, sin ningún pronunciamiento del actor, procedió a su envío al Juez Civil del Circuito de La Unión (Nariño) –f. 22 y 23- el que una vez recibió el expediente, dispuso asumir su conocimiento y, ordenó corregir la demanda (f. 45 v. y 46). Enseguida, como no hubo algún pronunciamiento, procedió a rechazarla con auto del 31 de julio último, y en firme dicho proveído, sin pronunciamiento del interesado la archivó (f. 16 y 17).

   



Sin embargo, como se ve nada refutó el interesado ni al momento en el que Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, rechazó el libelo por competencia, ni cuando su homógolo en la municipalidad de La Unión (Nariño), asumió el conocimiento, a tal punto que, finalmente, su desidia llevó al archivo de la demanda. Esto deja al descubierto que dejó de lado el mecanismo procesal que tenía a su alcance para que por lo menos, mediante el recurso de reposición, que era procedente contra los varios proveídos, para que se remediara la situación que estima anómala, pues, se conoce que este es un mecanismo residual y subsidiario.

 



Emerge de todo ello, la improcedibilidad del amparo, al tenor del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, y así se declarará, ya que, de otro lado, ninguna circunstancia especial se ha demostrado sobre la imposibilidad de acudir a los medios ordinarios de defensa, que habilite la intrusión del juez constitucional. 

  

    

Se absolverá a los demás involucrados, por no hallar de su parte, trasgresión alguna frente a los derechos invocados por el demandante.
  



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Mateo Mesa contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92


� Ver sentencias T-173 de 1993 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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